[bookmark: _Toc366755199]Nº 38-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del cuatro de octubre de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta y el Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas, estuvieron ausentes con justificación.
[bookmark: _Toc115432553]ARTÍCULO I
Documento N° 902-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc115432555]ARTÍCULO II
Documento N° 903-2022
Aprobación del acta N° 37-2022 de la sesión celebrada el 27 de setiembre de 2022. 
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 37-2022 de la sesión celebrada el 27 de setiembre de 2022. 
[bookmark: _Toc115432559][bookmark: _Toc115432564][bookmark: _Toc34222242][bookmark: _Toc115432567][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO III
Documento N° 905-2022
Con el visto bueno del máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, el licenciado Rodolfo Román Taylor, Coordinador de la Unidad de Apoyo y Control Administrativo de dicha Dirección, mediante correo electrónico del 28 de setiembre de 2022, presentó la siguiente gestión:
“Se destaca que, en la Dirección de la JUNAFO se ha identificado la necesidad de que en las diferentes áreas técnicas de esta oficina se valore el pago de una retribución adicional a la jornada ordinaria de trabajo (horas extra), conforme a la legislación laboral aplicable y en aquellas ocasiones donde exista la justificación adecuada correspondiente, tal y como a continuación, se exhiben algunos ejemplos: 

1. Los compañeros y compañeras de la Unidad de Tecnología han atendido incidentes de sistemas del FJPPJ durante fines de semana. Por ejemplo: el mes anterior se presentó un problema con el cálculo de costo de vida, y sí el problema no se soluciona en horario de fin de semana se hubieran presentado problemas con la ejecución del pago de la planilla de agosto 2022 para personas jubiladas y pensionadas.

1. Ha sido necesario revisar ofertas y emitir criterios técnicos hasta altas horas de la noche como la contratación del Sistema de Votaciones (2022CD-000221-PROVCD) y las Horas de Desarrollo de Sistemas del FJPPJ (2022CD-000168-0001300003), las cuales son complejas y debían ser atendidas de forma urgente.

1. Se tienen cierres contables y financieros que ameritan atención hasta altas horas de la noche, incluso fines de semana para cumplir con los plazos establecidos por la SUPEN o en momento de presentación de informes con plazos perentorios como el Informe Actuarial, la atención de la Auditoría Externa o la atención de requerimientos puntuales del ente supervisor.

De ahí que, se considera necesario se valore por parte de los integrantes de la JUNAFO ampliar el acuerdo tomado previamente sobre la autorización de pago de horas extra, conforme a los elementos que a continuación se detallan:

Antecedentes:

1. La JUNAFO aprobó en la elaboración del presupuesto para el periodo 2022, un monto de veintidós millones noventa y tres mil novecientos treinta y ocho colones ₵22.093.938,00 para el pago de horas extras, como parte de las previsiones y reservas acostumbradas para todos los programas presupuestarios del Poder Judicial, monto al cual a la fecha no ha sido consumido más de un 10% del mismo.

1. La JUNAFO, en la sesión N.° 15-2022 celebrada el 05 de abril de 2022, artículo XII acordó:

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) De conformidad con el artículo 239, inciso h de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como de las políticas y normativa del Poder Judicial, autorizar el pago de horas extras, para aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que, en razón de los horarios fuera de la jornada laboral, para las sesiones de los diferentes Comités de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en las que presten asistencia para temas de agendas y actas. 2.) Comunicar este acuerdo al Consejo Superior del Poder Judicial, a fin de solicitar se autoricen a las oficinas respectivas, la colaboración para los trámites que correspondan según la normativa aplicable. 3.) Hacer del conocimiento de la Dirección de la JUNAFO el presente acuerdo para su seguimiento e implementación oportuna”. (resaltado no es del original).

1. El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N.° 37-2022 celebrada el 03 de mayo de 2022 literalmente acordó:

1.) “Tener por conocido el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, en sesión N° 15-2022 celebrada el 05 de abril de 2022, artículo XII, en la que se autorizó el pago de horas extras, para aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que, en razón de los horarios fuera de la jornada laboral se deban a las sesiones de los diferentes Comités de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en las que presten asistencia para temas de agendas y actas. Lo anterior, en el entendido que, dichos pagos deben aplicarse únicamente en los casos debidamente motivados; asimismo, deberán corroborar que cuentan con el contenido presupuestario para hacerle frente a los respectivos pagos. 2.) Trasladar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento de Financiero Contable, para que, presten colaboración a los trámites que correspondan según la normativa aplicable. -La cancelación de lo autorizado estará a cargo del programa 951”. (resaltado no es del original).

1. La JUNAFO acordó en la sesión N.° 22-2022 celebrada el 31 de mayo de 2022, artículo VIII:

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 37-2022 celebrada el 03 de mayo de 2022, artículo XXXIX, sobre la autorización del pago de horas extras, para aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, en el entendido que será debidamente justificado el motivo por el cual se está elaborando de manera extraordinaria. 2.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo”. (resaltado no es del original).

1. Mediante acuerdo tomado en sesión N.° 11-2022, artículo XVII del 07 de marzo de 2022, la JUNAFO, brindar a la Alta Gerencia, de las potestades, derechos y obligaciones propios de sus cargos, conforme se aprecia en el siguiente detalle:

“Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0079-DJA-2022 del 4 de marzo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Aprobar la modificación del perfil de Gerente – Director de la JUNAFO, en los términos señalados, variando lo acordado en sesión N° 7-2021 del 15 de febrero de 2021, artículo XXXV. 3.) Brindar, al máster Oslean Mora Valdez, y a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, las potestades, derechos y obligaciones que la normativa aplicable establece para los roles de Alta Gerencia de un régimen supervisado, en el desempeño de los roles de Director y Subdirectora, respectivamente, de la Dirección de la JUNAFO, hasta que se nombren en la forma que correspondan esas plazas, toda vez que, a la fecha tienen carácter de interinas.

El licenciado Parris Quesada Madrigal se abstiene de votar por no haber participado de la aprobación anterior del perfil de Gerente – Director de la JUNAFO.

Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.” (resaltado no es del original).

1. La Dirección de Gestión Humana recomendó a la Dirección de la JUNAFO optimizar el uso de los recursos asignados para lograr una ejecución mayor al 90% según los lineamientos establecidos. 

Tal y como puede apreciarse, se encuentra implícitamente concedida la autorización por parte de la JUNAFO para que el Sr. Mora Valdez y la Sra. Moya Aguilar, conforme a sus potestades en el rol de Alta Gerencia, procedan a autorizar el pago de horas extras sin mayor contratiempo, no obstante, para la correcta aplicación a nivel Institucional la Dirección de Gestión Humana requiere que el acuerdo que se tome sea específico y explícitamente brinde la autorización necesaria.

Considerando los eventos presentados en el periodo 2022, en definitiva, la aprobación de horas para las áreas técnicas de la Dirección de la JUNAFO ayudaría a lograr ciertos objetivos transcendentales y a contribuir en la ejecución presupuestaria. Es importante mencionar que, la Unidad de Apoyo y Control Administrativo en coordinación con la Alta Gerencia está considerando el presupuesto, los controles y políticas institucionales para el pago de horas extra, de ahí que, se les solicita a las personas integrantes de la JUNAFO valorar la ampliación del acuerdo previamente tomado, permitiendo que en el entendido que cada autorización será debidamente justificado el motivo por el cual se está elaborando de manera extraordinaria, respetando en todo momento los límites presupuestarios previamente autorizados, se mantengan a criterio de la Alta Gerencia, para una coordinación más ágil y oportuna.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, manifiesta que deben de tener cuidado porque se está diciendo “cuando el servicio así lo requiera”, y que cada vez que se vaya a cancelar ese tiempo extraordinario se debe tener una justificación bien motivada. 
Al máster Rodrigo Arroyo Guzmán le parece que podrían tomar el acuerdo, de manera que se apruebe de aquí a final de año, y que, a partir de enero próximo, se haga una proyección semestral, para que sea una forma más controlada para todos los efectos, y activarlo cada seis meses, ya que le parece más oportuno que dejarlo abierto. Y que ya para el año 2023, para los puestos que se mencionan, que son casos fortuitos, tener una cantidad de horas disponible por semestre, pues considera que es más controlado.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano comenta que, para efectos de control interno de la institución, debería de enviarse copia al Comité de Auditoría para que en lo que concierne a la Auditoría Interna, se pueda hacer una evaluación de ese pago de horas extra, para determinar que se está cumpliendo con este acuerdo.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) De conformidad con el artículo 239, inciso h de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el presupuesto del programa 951 debidamente aprobado, así como de las políticas y normativa del Poder Judicial, se autoriza el pago de horas extra, para todas aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que sean necesarias para el desarrollo de actividades de la Dirección de la JUNAFO en horarios fuera de la jornada laboral que se consideren para la atención de temas urgentes, que se encuentren debidamente motivados y que cuenten con el debido contenido presupuestario para hacerle frente a los respectivos pagos. 2.) Delegar al máster Oslean Mora Valdez y a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, en calidad de Alta Gerencia, la autorización operativa necesaria para la cancelación del pago de horas extra, conforme a las políticas institucionales y potestades propias de los cargos que ocupan, como máximas autoridades administrativas de la Dirección de la JUNAFO. 3.) Lo anterior, en el entendido que la presente solicitud tiene la aprobación por parte de esta Junta Administradora hasta el último día del año en curso. 4.) Hacer del conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y del Comité de Auditoría, para su seguimiento e implementación oportuna. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc115266811][bookmark: _Toc115432561]ARTÍCULO IV
Documento N° 552-2022 / 901-2022
Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0027-AJ/DJA-2022 del 28 de setiembre de 2022, remitieron lo siguiente:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 27-2022 celebrada el 19 de julio de 2022, artículo XXXIII, comunicado mediante oficio N° 0478-JUNAFO-2022, del 27 de julio de 2022, en donde remiten el recurso de apelación presentado la señora Ethel Mora Villalobos, en contra del acuerdo adoptado por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 24-2022 del 14 de junio de 2022, artículo IX , se procede a manifestar lo siguiente:

I.- SOBRE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN:

Previo al pronunciamiento sobre el fondo, procede el examen de procedibilidad del recurso interpuesto, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, se desprende claramente que, contra los acuerdos de la Junta Administradora, podrá interponerse recurso de reconsideración, en el plazo de tres días hábiles a partir de comunicado el acuerdo adoptado. Así pues tenemos, que el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 24-2022 del 14 de junio de 2022, artículo IX, objeto del presente recurso, fue notificado vía correo electrónico a través del oficio N° 0025-JUNAFO-2022, el día jueves 16 de junio del presente año, al ser las nueve horas con cincuenta y un minutos, es decir, contaba la parte interesada con plazo hasta el día 22 de junio del 2022 para impugnar dicho acuerdo. Ahora bien, el recurso interpuesto por la señora Mora Villalobos, fue presentado el 30 de junio de 2022, por lo que el mismo resulta extemporáneo, tomando en consideración que, entre la notificación del acuerdo atacado y la fecha de presentación del libelo impugnatorio, transcurrieron 9 días hábiles.   

Bajo el anterior contexto, examinadas las formalidades sobre la legitimación y la temporalidad de la presentación del recurso, se determina que éste no es admisible y, en consecuencia, resultaría improcedente el análisis de los motivos de impugnación. No obstante, en un esfuerzo por brindarle a la recurrente la oportunidad de que sean valorados sus argumentos, además, a efectos de aclarar algunos aspectos relevantes en relación con la presente gestión, procede esta representación jurídica a pronunciarse sobre el mismo, en los siguientes términos.

II.- SOBRE LOS ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 24-2022 celebrada el 14 de junio de 2022, artículo IX, conoció el oficio N° 0339-JP/DJA-2022 del 31 de mayo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, referente a la solicitud de pensión presentada por la señora Ethel Mora Villalobos, cédula de identidad (valor 1), en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Diego Manuel Brenes Zúñiga, cédula de identidad (valor 2) cuyo deceso acaeció el 28 de diciembre de 2021.

En el citado documento, se analizó el informe N° 22-000093-0738-TS suscrito por la Licda. Loriana Rodríguez Salazar, perita del Departamento de Trabajo Social y Sicología, informe técnico en donde se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Ethel Mora Villalobos, así como el grado de dependencia económica existente entre ésta y el señor Brenes Zúñiga.

En ese momento, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, evaluó todos los elementos del informe N° 22-000093-0738-TS, así como las conclusiones del oficio N° 0339-JP/DJA-2022, tomando el siguiente acuerdo:

(…)

Para el presente caso, es importante desarrollar los alcances del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aplicable a la solicitud presentada por la señora Ethel Mora Villalobos, en ese sentido, se transcribe el citado artículo: 

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento. (El subrayado no es del original)

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.

c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.”

Sobre el particular, la presente solicitud se debe analizar desde la perspectiva del inciso a) del anterior artículo, tomando en consideración que se trata de una solicitud presentada por un cónyuge, el citado inciso nos platea dos requisitos para que la solicitud de pensión sea procedente, los cuales son los siguientes:

· Que sea cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido.

· Que dependa económicamente del causante.

En el informe N° 22-000093-0738-TS suscrito por la licenciada Loriana Rodríguez Salazar, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, evidencia que pese a que los gastos del grupo familiar de la señora Mora Villalobos y el señor Brenes Zúñiga eran compartidos, esta última cuenta con ingresos propios que le permiten actualmente solventar los egresos que presentan, razón por la cual, no se comprueba dependencia actual de la jubilación de su esposo fallecido, por lo que la gestionante no cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 228 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que no es de recibo acoger la solicitud de pensión analizada en el presente caso, tomando en consideración que las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, así estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública.

[bookmark: _Hlk105569061]Se acuerda: Por los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta, acuerda: 1.) Denegar la solicitud de pensión presentada por la señora Ethel Mora Villalobos, tomando en consideración que no cumple con los lineamientos establecidos en el artículo 228 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al evidenciar que pese a que los gastos del grupo familiar de la señora Mora Villalobos y el señor Brenes Zúñiga eran compartidos, esta última cuenta con ingresos propios que le permiten actualmente solventar los egresos que presentan, así indicado en el informe N° 22-000093-0738-TS suscrito por la licenciada Loriana Rodríguez Salazar, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes. 

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”

La Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial-JUNAFO, mediante resolución Nº 25-2022, de las quince horas treinta y seis minutos del quince de junio de dos mil veintidós, hizo de conocimiento de la señora Ethel Mora Villalobos, el contenido del citado acuerdo, siendo que la señora Mora Villalobos ante su inconformidad con lo resuelto, interpuso contra éste el recurso que da origen al presente asunto.

III.- PRETENSIONES Y FUNDAMENTO DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN:

Entre los puntos concretos a considerar en el escrito presentado por la señora Ethel Mora Villalobos, podemos observar que la gestionante alega que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones fundamentó erróneamente el acuerdo en donde le denegó la solicitud de pensión, a raíz del fallecimiento del señor Diego Manuel Brenes Zúñiga, pues considera que dicho rechazo se sustentó en el criterio socio-económico rendido por parte del personal de la Oficina de Trabajo Social, a pesar de que dicho criterio, a su parecer, adolece de prueba para sostenerse, toda vez que, aduce, el mismo se fundamenta en supuestos y violenta el principio constitucional del debido proceso.

Es importante aclarar que el resumen anterior se presenta en aras de entender el fondo de la pretensión presentada por la señora Ethel Mora Villalobos, sin embargo, el escrito de reconsideración fue analizado por esta Asesoría Jurídica de forma íntegra, valorando todos los elementos aportados por la parte gestionante.

IV.- SOBRE EL FONDO DE LA GESTIÓN:

Es menester aclarar que, las gestiones que resuelve la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siempre están apegadas al ordenamiento jurídico y a criterios técnicos, siendo los únicos fundamentos para resolver las pretensiones de las personas gestionantes.

Dicho lo anterior, podemos señalar que en el sub examine, la disconformidad de la gestionante radica en que, el rechazo de la solicitud de pensión en su condición de cónyuge supérstite del pensionado judicial Diego Brenes Zúñiga, se basó en el informe N° 22-000093-0738-TS, realizado por la licenciada Loriana Rodríguez Salazar, perita del Departamento de Trabajo Social y Sicología, el cual, a su criterio, fue omiso y lacónico en cuanto a su situación de salud, además de que considera, en éste se realizaron aseveraciones infundadas sobre cantidades de dinero que, en apariencia, percibió la petente por parte de la Asociación del Poder Judicial, a la que pertenecía el señor Brenes Zúñiga, donde la recurrente figuraba como beneficiaria, situaciones con las que no está de acuerdo la señora Mora Villalobos.

Es importante aclararle a la señora Mora Villalobos que, tal como se ha venido manejando, en el caso de estudio aplica el numeral 228 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual dispone: 

Artículo 228: Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

A) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

En ese sentido, debe analizarse el citado numeral en forma integral a fin de determinar si se está ante los dos presupuestos contemplados por la normativa, es decir, para que la persona solicitante cuente con el derecho de acceder a la pensión por sobrevivencia, ésta debe cumplir con los dos requisitos indispensables; ser conyugue supérstite de la persona pensionada judicial fallecida y depender económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento. Al respecto, debe señalarse que la dependencia económica se exige, por cuanto, el beneficio por sobrevivencia está dispuesto para solventar las necesidades de aquellas personas que ante el acaecimiento de la contingencia -muerte del pensionado judicial, en este caso-, se ven desamparadas, pues dependían económicamente de la persona fallecida. No se trata de un derecho automáticamente derivado de la muerte de la persona fallecida, sino de un beneficio autónomo, que se concede en el tanto se cumplan las exigencias previstas. En el sub lite, ha quedado demostrado que la señora Ethel Mora Villalobos, contrajo nupcias con el señor Diego Manuel Brenes Zúñiga en el año 1978, permaneciendo la pareja unida en matrimonio hasta el día del fallecimiento del señor Brenes Zúñiga, cuyo deceso acaeció el 28 de diciembre de 2021, con lo cual se cumple a cabalidad el primer supuesto contemplado en artículo referido. No obstante, de las probanzas traída a los autos, se desprende que al momento del fallecimiento del pensionado judicial, la señora Ethel Mora Villalobos, no dependía económicamente de éste, pues, si bien es verdad que antes del deceso, ambos compartían proporcionalmente los egresos del grupo familiar, principalmente los relacionados con la alimentación y servicios básicos, también lo es que, el aporte del señor Brenes Zúñiga no resultaba indispensable para afrontarlos, antes bien, ha quedado acreditado que el ingreso de la gestionante era superior al que percibía el señor Brenes Zúñiga al momento de su muerte. En ese mismo orden de ideas, se extrae del informe pericial de Trabajo Social que los ingresos mensuales de la señora Mora Villalobos, son superiores a los egresos, lo cual viene a ratificar que no existe la dependencia económica a que hace referencia el numeral de cita.

Es importante entender el concepto de dependencia económica mencionado en el referido artículo, por esto, debemos desarrollar la generalidad del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los tres incisos relativos a la pensión por sobrevivencia, tiene como requisito para el otorgamiento de una pensión, de que exista un nexo de dependencia económica entre el causante y el solicitante; el primer inciso habla de “El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento”, el segundo “el compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado” y por último, el tercero indica c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o, de hecho… que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante” en este orden de ideas, el espíritu del artículo es demostrar que los ingresos del causante eran necesarios para poder abarcar gran parte o la totalidad de los egresos del cónyuge supérstite. No obstante, no fueron incorporados en los autos elementos probatorios que permitieran tener por demostrado este requisito medular, pues únicamente se cuenta con las manifestaciones realizadas por la solicitante, mismas que en contraposición a lo indicado en el informe N° 22-000093-0738-TS, carece de objetividad y fuerza probatoria, debido a esto, es imperativo citar lo que la Sala Segunda ha manifestado sobre este tema, en la resolución Nº 00848 – 2019 del 17 de mayo de 2019, lo siguiente: “En este mismo sentido, en el voto de la Sala Constitucional n° 10162-01 de las 14:53 horas del 10 de octubre de 2001, traído a colación tanto por la actora como por el tribunal, se dijo: "Asimismo, debe recordarse que la pensión por viudez no es una consecuencia directa del matrimonio, es decir, no es por la condición de ser el esposo o la esposa del fallecido la que genera el derecho a la pensión, sino el hecho de haber convivido, o al menos depender económicamente de aquél; en tanto el importe de la pensión pretende sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas que de él dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en la indigencia, a fin de que pueda percibir un ingreso que le permita hacerle frente a sus necesidades básicas. Precisamente su fundamento se origina en los principios que orientan el Derecho de la Seguridad Social, cuales son el de necesidad y solidaridad social, derecho que ha sido reconocido con anterioridad en la jurisprudencia constitucional...’. Dentro de un régimen de solidaridad nacional, contenido expresamente en el artículo 74 Constitucional, por el cual se debe garantizar la asistencia a las personas en necesidad, si el artículo 9, otorga el derecho a la pensión por viudez a quien estuvo vinculado jurídicamente con el asegurado, pero que se encuentra separado mediante una resolución judicial que así lo declara, en tanto depende económicamente del asegurado o asegurada fallecidos; la igualdad de razones aconseja que la situación de la ex-esposa dependiente económicamente, quien recibe una pensión alimentaria del asegurado fallecido, pueda ser tutelado por esa misma disposición. Se reitera, la razón de ser de la pensión por viudez es procurar una subvención económica a fin de no dejar económicamente desamparadas a aquellas personas que dependían para su subsistencia del/a asegurado/a fallecido/a, quien por un tiempo cotizó para esa cobertura, para que sus dependientes no queden en la indigencia, o bien mantengan el mismo nivel de vida que el/la asegurado/a les proveía. (el resaltado se adiciona). Bajo esta tesitura, resulta fundamental que la persona solicitante del derecho de beneficio de pensión, haya mantenido, aunque sea de forma parcial, una dependencia a los ingresos que recibía de parte de la causante, situación que, en el presente caso, no se logró tener por demostrada. 

Aunado a este análisis, se le aclara a la señora Mora Villalobos que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, valoró a cabalidad la solicitud de pensión que presentó, pero es importante resaltar que las decisiones que adopta este órgano deben estar en estricto apego a una adecuada administración de los recursos, que permita la preservación y mantenimiento del acervo fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras, es por este motivo que, tras el análisis del informe socioeconómico presentado por la Oficina de Trabajo Social y Sicología, se concluyó que no se debía acoger la solicitud planteada y en consecuencia, denegar la pensión pretendida.

Referente a la solicitud de audiencia presentada por la señora Ethel Mora Villalobos, procede aclararle a la petente que, la Junta Administradora está en disposición de recibir las manifestaciones que estime oportunas, con la finalidad de incorporarlas al expediente, sin embargo, se insta que la realice de manera escrita para que las mismas sean valoradas por el órgano máximo de dirección en el pleno de la sesión.

V.- CONCLUSIONES:

1.- Del estudio efectuado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, se concluyó que no fueron incorporadas al presente estudio, pruebas suficientes que permitieran arribar al grado de certeza suficiente para tener por demostrada una dependencia económica total o parcial, entre la señora Ethel Mora Villalobos y el jubilado judicial fallecido Diego Manuel Brenes Zúñiga, por lo que no se estaría cumpliendo lo estipulado en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

[bookmark: _Hlk113024228]2.- En relación con los elementos del acto emitido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial, en sesión N° 24-2022 del 14 de junio de 2022, artículo IX, referente al presente tema, es importante indicar que, el citado acuerdo, desarrolla los elementos objetivos del acto administrativo, específicamente el motivo, a propósito del cual, cabe indicar que el doctor Jinesta Lobo ha definido como motivos los “antecedentes, presupuestos o razones jurídicas (derecho) y fácticas (hechos) que hacen posible o necesaria la emisión del acto administrativo y sobre las cuales la Administración Pública entiende sostener la legitimidad, oportunidad o conveniencia de éste”. Bajo esta inteligencia, existe un presupuesto fundamental que valoró la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para denegar la pensión solicitada, entiéndase el informe N° 22-000093-0738-TS, suscrito por la Licda Loriana Rodríguez Salazar, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en donde se analiza la situación de la señora Ethel Mora, así como sus necesidades económicas, informe al cual tuvo acceso la gestionante al conocer el resultado del acuerdo adoptado por el órgano colegiado.

3.- Se torna imperioso en este punto, señalar una vez más que, las decisiones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar enfocadas a otorgar los beneficios conforme a los parámetros establecidos por la normativa aplicable, en aras de resguardar la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras.

4.- Finalmente, con los argumentos expuestos en el presente criterio, se demuestra que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, actuó en el presente caso, de manera transparente y con probidad en su análisis, considerando que el informe técnico fue puestos al alcance de la señora Ethel Mora, además, se empleó la normativa aplicable al presente caso, estipulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

VI.- RECOMENDACIONES:

1.- Conforme a lo anteriormente expuesto, tomando en consideración que no se demuestra una dependencia económica total o parcial, esta Asesoría Jurídica recomienda a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mantener lo resuelto en la sesión N° 24-2022 del 14 de junio de 2022, artículo IX, considerando que la señora Ethel Mora Villalobos, no aportó prueba idónea que demostrara que existía dependencia económica con el causante, o en su defecto, contrariando el informe N° 22-000093-0738-TS suscrito por la licenciada Loriana Rodríguez Salazar, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en consecuencia, rechazar el recurso de reconsideración presentado, tomando en cuenta que las actuaciones realizar por el órgano colegiado, estuvieron apegadas a derecho cuando se analizó la solicitud de pensión presentada por la gestionante.

2.- De acoger la recomendación anterior, se insta a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dar por agotada la vía administrativa, debido a que la etapa recursiva se estaría dando por finalizada.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado en sesión N° 27-2022 celebrada el 19 de julio de 2022, artículo XXXIII, para lo que a bien estime disponer la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

(…)

ANEXO:




…”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que, en su caso, opina que el estudio de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, es suficiente, y viene a demostrar, primero, lo extemporáneo del recurso, y a pesar de esto, en aras de seguir un proceso más abierto y menos formalista, se analiza la situación de forma clara y con profundidad, bajo el entendido que procura dilucidar o aclarar lo actuado. De esta forma, parece necesario, no solo tener por rendido el informe, sino aprobarlo en todos sus extremos, y proceder según se ha recomendado.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por rendido y aprobar el criterio presentado por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0027-AJ/DJA-2022 del 28 de setiembre de 2022. 2.) Rechazar el recurso de reconsideración presentado por la señora Ethel Mora Villalobos, por extemporáneo. 3.) Mantener lo resuelto en la sesión N° 24-2022 del 14 de junio de 2022, artículo IX, en virtud de que no se presentó prueba idónea sobre la existencia de dependencia económica total o parcial de la señora Mora Villalobos con el señor Diego Manuel Brenes Zúñiga, jubilado judicial fallecido, ni de contrariedad con el informe N° 22-000093-0738-TS de Departamento de Trabajo Social y Psicología, por lo que las actuaciones realizadas por el órgano colegiado, estuvieron apegadas a derecho cuando se analizó la solicitud de pensión presentada por la gestionante, de modo que no se puede demostrar que existe una dependencia económica total o parcial según el procedimiento seguido. 4.) En razón de lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la petente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO V
Documento N° 393-2022 / 882-2022
El señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en oficio N° SP-1087-2022 del 20 de septiembre de 2022, remitió lo siguiente: 
“Se recibió el oficio N° 0277-DJA-2022 del 25 de agosto de 2022, con el plan de acción para atender los requerimientos del SP-832-2022 del 27 de julio de 2022, relacionados con la revisión efectuada al proceso de traslado de cotizaciones a otros regímenes básicos de pensiones.

Sobre el particular, se dan por atendidos los requerimientos del SP-832-2022 y se dará seguimiento al plan de acción presentado, sin embargo, se considera necesario presentar argumentos adicionales para que esa Junta Administradora valore, nuevamente, la necesidad de reconocer un rendimiento diferente a inflación para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen básico de pensiones. Específicamente:

1) Sobre el principio “Pro Fondo”

Se tiene presente este principio dentro de la gestión del fondo y la importancia para la sostenibilidad y la protección de las personas; sin embargo, se está malinterpretando, por cuanto este principio se utiliza en caso de duda. La legislación es clara con respecto al traslado mediante liquidación actuarial, la cual conlleva un proceso técnico que involucra la utilización de tablas de decrementos (probabilidades) y tasas de interés (rentabilidad) y tiene como objetivo que no sea necesario el principio “Pro Fondo”. En esa línea, no se trata de conservar un principio “Pro Fondo” o “Pro Operario”, sino de encontrar un equilibrio que permita mantener la consistencia con la técnica, la normativa y los derechos de los trabajadores.

2) Régimen de Capitalización Colectiva versus Capitalización Individual

Las definiciones de beneficio definido (capitalización colectiva) y contribución definida (capitalización individual), provistas por la Superintendencia de Instituciones Financieras de Canadá, OSFI por sus siglas en inglés, https://www.osfi-bsif.gc.ca/Eng/Pages/default.aspx), son para el primero, un fondo que otorga un ingreso definido (por fórmula) al momento del retiro y para el segundo, un fondo que le otorga a sus miembros un beneficio basado en los aportes acumulados al momento del retiro.

Por lo tanto, lo que se expone en el criterio no resulta consistente con la teoría, donde la diferencia entre colectivo e individual radica en la forma en que se otorga el beneficio y no en la operativa para la gestión del proceso de acumulación (afiliación, recaudación e imputación). Es decir, desde el punto de vista de gestión sí es posible llevar un control individualizado de los aportes, sin que eso signifique que el fondo deja de ser de beneficio definido (capitalización colectiva). Se hace énfasis en que las observaciones realizadas no tienen como objetivo “individualizar” el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial ni convertirlo en uno de capitalización individual.

Se aclara que no se está pidiendo que se reconozca un interés “x” individualmente a cada persona, sino que a la persona que lo solicite, se le reconozca la gestión de las inversiones que se realizó con los recursos que ingresaron, porque son recursos que se invirtieron y en caso de no consolidar el derecho, las cuotas ingresadas al fondo apoyarían al financiamiento de un beneficio en otro régimen, de la misma forma en que se reconocen cuotas de otros regímenes en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Por último, en este punto, no se comprende el argumento del trato desigual que se comenta, dado que las personas exfuncionarias que no soliciten el traslado de sus aportes no pierden el derecho sobre esas cuotas, siempre que estas se trasladen a otro régimen básico de pensiones; las personas cotizantes actuales mantienen sus cuotas dentro del Fondo que retiene el costo de la cobertura de invalidez y muerte (parte de la liquidación actuarial) de los exfuncionarios que se trasladan, y para las personas exfuncionarias que soliciten el traslado de sus cuotas, se les reconocerá el esfuerzo contributivo realizado en el fondo más la gestión que se realizó con los recursos aportados menos el costo de la cobertura de invalidez y muerte.

3) Sobre la Ley Orgánica del Poder Judicial

Como se indicó en el numeral 1), el traslado de cuotas mediante liquidación actuarial conlleva un proceso técnico que involucra la utilización de tablas de decrementos (probabilidades) y tasas de interés (rentabilidad). Como se señala, la ley no menciona el reconocimiento de intereses, tampoco menciona el uso de tablas de mortalidad para estimar la liquidación actuarial, pero se utilizan porque la técnica así lo establece; por lo que no se está interpretando más allá de lo que indica la ley.

En este sentido, el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pública es claro cuando indica que: 

Artículo 16.-

1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 

[…] 

En cuanto a que “(…) el concepto básico de liquidación actuarial recae en traer a valor presente la cuantía de las aportaciones, que supone una valoración teniendo en cuenta el valor del dinero en el tiempo.”, se está mal utilizando el concepto de valor presente al ignorar que este proceso implica, por un lado, descontar los flujos futuros con una tasa de interés y, por otro parte, capitalizar los flujos pasados con una tasa de interés, donde se reconoce no solo el ajuste por inflación sino, también, el rendimiento real que generaron los recursos, que son parte del valor del dinero en el tiempo (costo de oportunidad).

Además, sobre la creación de un “nuevo pasivo actuarial”, esto no estaría ocurriendo ya que está incorporado dentro de los balances actuariales en el Pasivo Actuarial – Beneficios futuros participantes actuales – Separación; por lo que se considera prudente revisar la metodología y supuestos para que esta estimación sea apropiada.

4) Estimación de las cuantías de intereses a reconocer

Con respecto a este punto, se comprende la preocupación sobre la posible materialización de riesgos legales, por lo que no se está pidiendo que se establezcan criterios para satisfacer intereses individuales, sino que se estandarice el proceso para que lo que se traslade sea lo justo, estimado técnicamente, tanto para el fondo como para los afiliados. En el caso de una posible descapitalización como consecuencia del traslado de cotizaciones, también se debe valorar que el pasivo actuarial correspondiente a las personas que efectuaron dicho traslado disminuirá, por cuanto el beneficio lo otorgará otro régimen de pensiones y no el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Adicionalmente, es correcto que dependiendo del tiempo transcurrido entre el momento que ingresaron las cuotas hasta el momento del traslado va a afectar el cálculo, pero eso es por la forma en que se operativizó el traslado de cotizaciones, donde se decidió que el traslado se hará efectivo hasta el momento en que la persona acceda al beneficio y no que las cuotas de las personas se movilicen de un fondo a otro cada vez que cambia de sector. Las soluciones más eficientes podrían ser, estandarizar las reglas entre los regímenes básicos para los traslados, que se consideren salarios proporcionales al monto ingresado para cada cuota, o plantear para los regímenes básicos, un proceso de totalización de periodos y regla prorrata como se hace con el Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social, pero no se tiene conocimiento de que haya iniciativas en esa línea; el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial podría proponer alguna alternativa.

Se espera que, con los argumentos anteriores, quede claro el objetivo de esta superintendencia con respecto al proceso para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen básico de pensiones, fundamentado en la normativa, la técnica y los derechos de los trabajadores.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone tener por conocido el oficio y trasladarlo a la Asesoría Jurídica y a la Dirección de la JUNAFO, para que se valore, tanto en la parte legal (en su calidad asesora de unidad interpretativa de la normativa aplicable) y en la parte técnica (en lo que corresponde al apoyo administrativo, el conocimiento y ejecución operativa de la normativa específica que se indica en el oficio recibido), con la finalidad de que hagan llegar sus criterios y valoraciones, en un plazo de 10 días hábiles.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, indica que el documento no le satisface en nada, porque no está refutando sus aseveraciones en cuanto a títulos, leyes, reglamentos, que indiquen específicamente las razones.
Manifiesta que les hablan de un beneficio definido que es capitalización colectiva y una contribución definida de capitalización individual que usan en Canadá, pero que en Costa Rica no hay un artículo que indique que eso se debe hacer, además, que la situación del principio pro-fondo se está mal interpretando, porque se utiliza cuando hay duda y él considera que no tienen duda, y que el hecho de que vayan a pagar intereses sobre lo que una persona haya aportado, de su contribución lo indica la Ley, no es una duda, es algo que está definido en el articulado.
Asimismo, menciona que hablan de un término de que “las inversiones que realizan las personas”, y aclara que las personas no realizan inversiones, ni esta Junta, puesto que no son una entidad financiera de captación de inversiones, que son contribuciones según lo dispone la Ley, por lo que esta Junta no puede pagar intereses sobre esa situación.
El licenciado Eduardo Chacón Monge, expresa que él tiene el criterio jurídico respecto a este tema, y que inclusive se envió a la SUPEN cuando ellos analizaron la respuesta que dio la Dirección, que lo va a adjuntar para que lo conozca esta Junta en la siguiente sesión.
Agrega que mantiene la posición de que la interpretación de la norma en caso de que exista contención entre una interpretación y otra sea aplicar el principio pro-fondo, y que la SUPEN dice que aquí no se debe aplicar ese principio porque no hay duda, pero que, sí la hay, puesto que aquí se ve de una forma y ellos la ven de otra forma, y que eso lo explica en el criterio que realizó, que lo pueden ver en la próxima sesión.
El máster Oslean Mora Valdez, dice que es un tema de criterios, que no existe una norma que los obligue a aplicar de la forma en que SUPEN lo está viendo, y que aplicarlo de esa forma así sea 0,0001% va afectar los intereses del Fondo, además, que existe normativa en el mercado que le está permitiendo a la Superintendencia, inclusive llegar al punto de remoción de algún integrante de un Comité o cuerpo colegiado, que no siga las reglas que la SUPEN quiere, que en la práctica eso no se ha dado, pero que aquí ya es en la segunda oportunidad en que la Superintendencia interpreta como ellos quieren, que deben realizar un reconocimiento de intereses.
Indica que su posición técnica al igual que don Eduardo, es clara en cuanto a que eso es en contra del Fondo, en contra de los intereses del Régimen, así sean ₡5, están pagando más de lo que pagaban antes, y que no hay norma que expresamente lo haga. 
Además que, si analizan el espíritu de la Ley anterior, ni siquiera se reconocían intereses, ni lo traían al valor presente, solo se trasladaba al valor nominal los montos, y que ahora se está trayendo a valor presente y los quieren obligar a traer a valor presente los intereses también. 
Comenta que es un tema medular, importante, porque si se toma la decisión de aceptar la posición de la Superintendencia, va afectar los resultados actuariales de los indicadores futuros, y que si no se acepta la posición de la Superintendencia, podrían llegar a enfrentar algún juicio o denuncia, puesto que la Superintendencia en calidad de supervisor podría “doblarles el brazo”, y las personas en su calidad de afectados podrían presentar alguna denuncia ante los juzgados, por lo que deben de ser conscientes de esos elementos por la situación en la que se encuentran.
Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO y al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Legal, para que rindan un criterio respecto a lo encomendado por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, sobre el proceso de traslado de cotizaciones a otros regímenes básicos de pensiones.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc112420865]ARTÍCULO VI
Documento N° 883-2022
La máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina de la Dirección Jurídica, en oficio N° 1683-DJ/ACA-2022 del 22 de agosto de 2022, comunicó lo siguiente:
“Para su conocimiento y a efecto de que se cumpla con lo ordenado en ella, me permito transcribir literalmente la resolución dictada por esta Dirección, en el expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), tramitado a la señora Daisy Vargas Umaña, cédula de identidad número (valor 1):

"Archivo definitivo
No. 1385-ACA-DJ-2022

DIRECCIÓN JURÍDICA DEL PODER JUDICIAL, ÁREA DE COBRO ADMINISTRATIVO. San José, a las veintitrés horas dos minutos del veintidós de agosto de dos mil veintidós.-

Vistos los autos; y,

Considerando:

I.- Mediante oficio No. 403-TE-2020 de 31 de marzo de 2020, suscrito por la MBA. Andrea Valerín Arroyo, Jefa Subproceso de Egresos, la Licda. Emma López Ramírez, Jefa del Proceso de Tesorería, y la MBA. Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, se informa a esta Dirección que la señora Daisy Vargas Umaña, cédula de identidad número (valor 1), pensionada judicial falleció el 1° de marzo de 2020.

II.- Señala además ese Departamento, que la obligación por cobrar pendiente de recuperar corresponde a sumas giradas de más del beneficio de la pensión por un monto de ¢228.530.02 (doscientos veintiocho mil quinientos treinta colones con dos céntimos), correspondiente a la primera quincena de marzo de 2020.

III.- Que en respuesta a consulta realizada por esta Dirección, por oficio No. 79.PO-2021, fechado 11 de junio de 2021, suscrito por el MBA José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Operaciones y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.í. de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informa a esta Dirección que la recuperación de la suma girada de más a la pensionada judicial Daisy Vargas Umaña, en la primera quincena de marzo de 2020, por oficio N° 750-TE-2020 de fecha 08 de julio de 2020, suscrito por el Departamento Financiero Contable, comunicó a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo correspondiente a la devolución de recursos efectuada por el Banco de Costa Rica, por lo que la deuda de la señora Vargas Umaña, ha sido recuperada de forma satisfactoria.-

IV.- Por lo anterior, se desprende que las sumas giradas de más y adeudadas por la señora Daisy Vargas Umaña, cédula de identidad número (valor 1) fueron recuperadas; por lo que lo procedente es ordenar el archivo definitivo de las presentes diligencias. -

Por tanto:

De conformidad con lo expuesto, se ordena el archivo definitivo de las presentes diligencias. Archívese el expediente y comuníquese a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) para el control respectivo. - Notifíquese/ Exp. Adm. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) /ace/ Fr. MSc. Argili Gómez Siu. SubDirectora Jurídica a.í."

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina de la Dirección Jurídica, en oficio N° 1683-DJ/ACA-2022 del 22 de agosto de 2022, relacionado con el archivo del expediente N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), tramitado a la señora Daisy Vargas Umaña, por sumas giradas de más, debido a que las mismas fueron recuperadas.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc115266808][bookmark: _Toc115432569]ARTÍCULO VII
Documento N° 900-2022
La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en oficio Nº 1443-DJ/CA-2022 del 15 de setiembre de 2022, remitió:
“Conforme a lo dispuesto por el artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a esa Junta Administradora “(…) Recaudar las cotizaciones que corresponden a ese Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.”, con base en ello, el Consejo Superior en sesión No. 18-2020 del 5 de marzo de 2020, aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No. 390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020 y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aquellos que mantiene en trámite y los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; así mismo, el Consejo Superior en sesión No. 25-2021 del 23 de marzo de 2021, artículo XLIX, ordenó a todas Direcciones del Poder Judicial atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida, y de forma adicional en sesión No. 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI acordó “2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

En atención a lo expuesto, nos permitimos informar que, mediante oficio No. 360-PO-2021 del 3 de diciembre de 2021, suscrito por el Máster Oslean Mora Valdez, Director Interino y el Máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Operaciones, ambos de dicha Junta Administradora, se detalla las sumas giradas en demasía a la pensionada judicial, señora Mariana Wong Elizondo, cédula número (valor 1), por un monto de ¢383.694,10 (trecientos ochenta y tres mil seiscientos noventa y cuatro colones con diez céntimos), de los cuales a la fecha ha cancelado la suma de ¢20.000.00, quedando un saldo pendiente por de ¢363.694,10 (trecientos sesenta y tres mil seiscientos noventa y cuatro colones con diez céntimos). Lo anterior correspondiente al período del 01/01/2021 al 15/01/2021, del 16/01/2021 al 31/01/2021 y del 01/02/2021 al 02/02/2021 (en el que no presentó documentos de estudio válidos para el I cuatrimestre 2021).

En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reporta fue girada en demasía, se solicita a esa Junta nombrar como Órgano Director del Procedimiento al Licenciado Leonardo Chavarría Chinchilla, Asesor Jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por conocido el oficio Nº 1443-DJ/CA-2022 del 15 de setiembre de 2022, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2.) Designar al licenciado Leonardo Chavarría Chinchilla, Asesor Jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, como Órgano Director del Procedimiento, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), lo cual se acoge y se tiene por nombrado. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc115432572]ARTÍCULO VIII
Documento N° 886-2022
La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en oficio N° CNS-1757/10 del 22 de setiembre del 2022, comunicó:
“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante el artículo 10, del acta de la sesión 1757-2022, celebrada el 20 de setiembre del 2022,

considerando que,

1. 	El artículo 38, literal a, de la Ley 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, establece, como una atribución del Superintendente de Pensiones, proponer al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero los reglamentos necesarios para ejercer y llevar a cabo las competencias y funciones de la Superintendencia a su cargo.

Colateralmente, el artículo 171, literal b, de la Ley 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, señala, como una atribución del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la ley, debe ejecutar, en lo que interesa, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).

2. 	El artículo 37 bis del Reglamento sobre la Apertura y Funcionamiento de las Entidades Autorizadas y el Funcionamiento de los Fondos de Pensiones, Capitalización Laboral y Ahorro Voluntario Previstos en la Ley de Protección al Trabajador, establece las reglas aplicables para que las operadoras puedan bonificar las comisiones de administración que cobran a sus afiliados y pensionados, cuando se condicionen a la permanencia de estos en el fondo, con fundamento en criterios objetivos de antigüedad y al cumplimiento de los aportes que correspondan, según el régimen de que se trate, o bien, al mantenimiento de saldos mínimos. Sea, una combinación de permanencia en el correspondiente fondo y el cumplimiento de aportes o la permanencia en el fondo y el mantenimiento de saldos mínimos.

[bookmark: _Hlk113976069]3. 	Mediante la reforma del anteriormente citado artículo 37bis, llevada a cabo en la sesión del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) 1626-2020 del 3 de diciembre del 2020, publicada en el Alcance 329 del diario oficial La Gaceta 294 del 16 de diciembre del 2020, se incluyó la posibilidad de bonificar las comisiones de administración, no solamente del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias sino, además, del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP) y el Fondo de Capitalización Laboral (FCL).

4. 	La combinación de permanencia en el correspondiente fondo y el cumplimiento de aportes; o bien, la permanencia en el fondo y el mantenimiento de saldos mínimos establecida en el artículo 37 bis, de repetida cita, resulta acorde con el diseño del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, no así para el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP) y el Fondo de Capitalización Laboral (FCL) donde, desde la perspectiva del cumplimiento de los aportes, el incentivo carecería de sentido considerando que las aportaciones a dichos regímenes son de carácter obligatorio, por mandato de ley; deducibles de los salarios de los trabajadores asalariados, y realizadas a través del Sistema Centralizado de Recaudación (SICERE) de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).

[bookmark: _GoBack]Desde la perspectiva del mantenimiento de saldos mínimos, tampoco resulta posible considerar este parámetro para la bonificación de comisiones en el ROP y el FCL ya que, tratándose del primero, no resulta procedente el retiro total o parcial, con excepción de que el afiliado padezca de una enfermedad terminal, debidamente calificada por la CCSS (artículo 22 de la Ley de Protección al Trabajador), sino, solamente a través de los productos de beneficio, una vez el afiliado haya cumplido con los requisitos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o del régimen público sustituto al que haya pertenecido o porque, en su caso, cumple con los requisitos para los retiros acelerados previstos en los Transitorios XIX y XX de la Ley de Protección al Trabajador. 

Tratándose del FCL, procede el retiro, exclusivamente, al extinguirse la relación laboral; al fallecimiento del trabajador; cada cinco años, durante la relación laboral; o en caso de suspensión temporal de la relación laboral, en los términos señalados en el artículo 74 de la Ley 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943, o cuando se aplique una reducción de la jornada ordinaria de la persona trabajadora, que implique una disminución de su salario, de conformidad con la Ley 9832, Autorización de Reducción de Jornadas de Trabajo ante la Declaratoria de Emergencia Nacional, de 23 de marzo del 2020 (artículo 6 de la Ley de Protección al Trabajador).

Dado lo anterior, resulta necesario aclarar el artículo 37 bis del Reglamento sobre la Apertura y Funcionamiento de las Entidades Autorizadas y el Funcionamiento de los Fondos de Pensiones, Capitalización Laboral y Ahorro Voluntario Previstos en la Ley de Protección al Trabajador para que en los esquemas de bonificaciones de las comisiones de administración del ROP y el FCL, únicamente aplique la variable de permanencia, sin su necesaria combinación con el cumplimiento de los aportes o el mantenimiento de saldos mínimos, como sí resulta de aplicación tratándose del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias.

5. 	El artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública establece que se concederá a las entidades representativas de intereses de carácter general o corporativo afectados por la disposición la oportunidad de exponer su parecer, dentro del plazo de diez días, salvo cuando se opongan a ello razones de interés público o de urgencia debidamente consignadas en el anteproyecto. 

La aclaración del artículo 37bis del Reglamento sobre la Apertura y Funcionamiento de las Entidades Autorizadas y el Funcionamiento de los Fondos de Pensiones, Capitalización Laboral y Ahorro Voluntario Previstos en la Ley de Protección al Trabajador, en los término antes indicados, reviste un claro interés público, dado que las comisiones de administración inciden, en forma directa, en el saldo acumulado en las cuentas del ROP y el FCL de los trabajadores asalariados, interés público al que debe sumarse la urgencia para que las operadoras de pensiones que han manifestado interés en aplicar una disminución en el cobro de comisiones de dichos regímenes, puedan implementar un esquema de bonificaciones y, por su parte, la SUPEN aprobarlo, considerando las actuales circunstancias adversas que han estado atravesando los fondos, producto de los ajustes en los precios de los instrumentos financieros en los mercados financieros nacionales e internacionales que conforman dichos fondos, consideraciones, todas, que dan fundamento y hacen necesario que se prescinda de la consulta a la que se refiere el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública.

resolvió en firme,

reformar el artículo 37bis del Reglamento sobre la Apertura y Funcionamiento de las Entidades Autorizadas y el Funcionamiento de los Fondos de Pensiones, Capitalización Laboral y Ahorro Voluntario Previstos en la Ley de Protección al Trabajador, para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:

“Artículo 37 bis. De las bonificaciones

Las entidades autorizadas, según corresponda, podrán contar con un esquema de bonificaciones en el Fondo de Capitalización Laboral, así como en el Régimen Obligatorio y en el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, el cual se regirá por las siguientes reglas:

i) 	La base de la bonificación será determinada por las entidades considerando la estructura de comisiones del fondo, sin que pueda ser mayor a la comisión de administración vigente.

ii) 	La bonificación a las comisiones cobradas deberá ser registrada, de manera independiente, en la cuenta del afiliado o pensionado, previo cumplimiento de los criterios definidos en el esquema aprobado.

iii)	En caso de que una entidad autorizada se extinga por causa de un proceso de fusión, la entidad resultante deberá respetar la antigüedad acumulada de los afiliados o pensionados de la entidad que desaparezca cuando la prevaleciente cuente con un esquema de bonificación de comisiones que considere la antigüedad como requisito para su disfrute.

iv) 	La bonificación de las comisiones deberá aplicarse a los afiliados o pensionados en condiciones de igualdad, de conformidad con los criterios definidos en el esquema de bonificación previamente autorizado.

v) 	Para los planes individuales de acumulación y beneficios únicamente se autorizará un esquema de bonificaciones para cada fondo administrado.

vi) 	La base de cálculo de la bonificación deberá corresponder a la estructura de comisiones aprobada para cada fondo.

vii) 	La solicitud de aprobación de bonificaciones deberá incluir la fórmula de cálculo, de forma tal que la bonificación pueda explicarse por sí misma de forma sencilla, llana y clara.

viii)	La periodicidad con la que se realizará el cálculo de las bonificaciones será mensual, y deberá aplicarse al cierre de cada mes. La bonificación de las comisiones deberá registrarse en las cuentas de capitalización individual el último día del correspondiente mes.

ix) 	El esquema de bonificaciones deberá contener el tratamiento que se dará a los afiliados o pensionados que no cumplan con períodos completos, según la periodicidad definida, bien sea por cumplimiento de requisitos en períodos intermedios o por la salida de recursos antes de finalizar el plazo establecido para la determinación de la bonificación.

x) 	En caso de fusiones de entidades autorizadas, la entidad prevaleciente o la nueva entidad resultante, en caso de no contar con un esquema de bonificaciones aprobado, podrá aplicar a todos sus afiliados o pensionados, los esquemas de bonificación de comisiones que le hubieren sido aprobados a las entidades que desaparecen, o solicitar modificaciones sobre la base de dichas autorizaciones.

xi) 	En caso de fusiones por absorción, si tanto la entidad prevaleciente como la absorbida cuentan con esquemas de bonificaciones aprobados, la entidad prevaleciente, podrá aplicar a todos sus afiliados o pensionados cualquiera de ellas, o bien, solicitar modificaciones sobre la base del esquema que seleccione. En dicho caso deberá comunicar a la Superintendencia, en la propia solicitud de fusión, el esquema que aplicará, en el entendido de que si algún afiliado o pensionado se ve afectado producto de la disminución en la bonificación que originalmente disfrutaba, podrá solicitar la libre transferencia o traslado por concepto de aumento de comisiones.

xii) 	No se considerará para efectos del cálculo de la bonificación los saldos de distintos contratos de un mismo afiliado o pensionado, debiéndose aplicar dicha bonificación, en forma separada e independiente para cada contrato que el afiliado o pensionado haya suscrito.

Las entidades podrán solicitar la aprobación de esquemas de bonificación de las comisiones, los cuales, una vez aprobados, formarán parte de la estructura de cálculo de las comisiones ordinarias.

El esquema de bonificaciones permitirá al afiliado o pensionado, gozar de un reintegro en su cuenta de capitalización individual de una proporción de las comisiones de administración pagadas a la entidad autorizada. El reintegro deberá realizarse en el mismo periodo de cobro de la comisión respectiva.

Las operadoras podrán establecer esquemas de bonificaciones al Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, una vez aprobados por la SUPEN, cuando se condicionen a la permanencia del afiliado o pensionado en el fondo y el cumplimiento de aportes, o bien, se condicionen a la permanencia del afiliado o pensionado en el fondo y el mantenimiento de saldos mínimos.

Tratándose del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias y del Fondo de Capitalización Laboral, las operadoras y entidades autorizadas, respectivamente, podrán establecer esquemas de bonificaciones, cuando se condicionen, únicamente, a la permanencia del afiliado o pensionado.

Los afiliados deberán ser amplia y suficientemente informados, por los medios que estime la Superintendencia de Pensiones, de las condiciones en que dichas bonificaciones se aplican.

El reintegro se registrará en la cuenta individual correspondiente.

En la contratación de los planes colectivos de acumulación del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, los contratantes podrán acordar con la operadora esquemas de bonificación particulares para cada plan, considerando sus características.

Tratándose de contratos colectivos, el mantenimiento de saldos mínimos administrados, como condición requerida para el disfrute de la bonificación de las comisiones de administración, se contabilizará en forma colectiva, sea, como la sumatoria de todas las cuentas individuales del colectivo, debiendo aplicarse en forma individual para cada afiliado. 

La antigüedad se contabilizará individualmente a partir del primer aporte realizado en cada cuenta en particular, sin que la misma pueda ser menor al plazo establecido para ejercer la libre transferencia.”

Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en oficio N° CNS-1757/10 del 22 de setiembre del 2022, sobre la reforma al artículo 37 bis del Reglamento sobre la Apertura y Funcionamiento de las Entidades Autorizadas y el Funcionamiento de los Fondos de Pensiones, Capitalización Laboral y Ahorro Voluntario Previstos en la Ley de Protección al Trabajador. 2.) Hacerlo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, así como de los Comités de Riesgos e Inversiones, para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO IX
Documento N° 910-2022
La máster Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1114-2022 del 26 de septiembre de 2022, comunicó:
“En atención al oficio N° 0301-DJA-2022, del 16 de setiembre de 2022, mediante el cual solicita a esta Superintendencia una prórroga para la presentación de la auditoría externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, me permito indicarle lo siguiente: 

1- Antecedentes

Los artículos 13 y 19 del Reglamento Actuarial disponen: 

Artículo 13. Remisión y presentación de los informes de valuaciones o auditorías actuariales a la SUPEN. 

Los informes de valuaciones o auditorías actuariales y sus anexos deben remitirse a la Superintendencia, por los medios establecidos.

(…)

Cuando corresponda realizar la auditoría actuarial externa, el informe debe remitirse a más tardar el último día hábil del mes de setiembre siguiente.

(…) (El resaltado no pertenece al original).

Artículo 19. Auditoría actuarial externa. 
El régimen debe llevar a cabo una auditoría actuarial externa de la última valuación después de realizar tres valuaciones actuariales anuales consecutivas. 

(…)

De acuerdo con estas normas, los regímenes de pensiones deben llevar a cabo una auditoría actuarial externa de la última valuación después de realizar tres valuaciones actuariales consecutivas. El informe de esta auditoría debe remitirse a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) a más tardar el último día hábil del mes de setiembre siguiente. Ninguna de estas normas prevé la posibilidad de prórroga del plazo para presentar este informe. 

En el caso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, le corresponde a este régimen presentar el informe de la auditoría actuarial externa a más tardar el 30 de setiembre del presente año. 

[bookmark: _Hlk115111862]No obstante, por medio del oficio N° 0301-DJA-2022, el director a.i. de la Junta Administradora de dicho Fondo, señor Oslean Mora Valdez, solicitó una prórroga para presentar el informe mencionado a más tardar el 30 de noviembre del presente año; para ello plantea una serie de circunstancias administrativas que se detallan en el oficio de marras.

2- Sobre el principio de inderogabilidad singular de los reglamentos

De interés para este caso, los artículos 11 y 13 de la Ley General de la Administración Pública disponen:

Artículo 11

1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y solo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.

(…)

Artículo 13

1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos.

(…) (Lo resaltado no es del original). 

Ambas disposiciones, y en particular del artículo 13, consagran lo que se conoce como el principio de inderogabilidad singular de las normas, según el cual, ningún acto administrativo puede desaplicar en forma alguna lo establecido en un reglamento para un caso particular. 

Se trata de un principio de derecho administrativo que refuerza el principio de legalidad y el de igualdad establecido en los artículos 11 y 33 constitucional, cuyos textos rezan:  

Artículo 11

Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplirlos deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella.

Artículo 33.

Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana. 

Este principio ha sido desarrollado en diversas resoluciones por la Sala Constitucional; así, en el voto 398-2005 se indica que: 

[…] la inderogabilidad singular de los reglamentos administrativos surgió como un instituto para garantizar que una norma administrativa de alcance general y abstracto, no sea excepcionada o desaplicada casuísticamente, esto es, para determinados casos particulares, todo en resguardo del principio constitucional de la igualdad de los destinatarios –efectos externos- frente a la misma […]. 

De esta forma, los actos administrativos de carácter particular no pueden vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general, es decir, dichos actos administrativos no pueden desaplicar o apartarse de la normativa por un caso en particular. 

3- Sobre la solicitud de prórroga

Tal y como se indicó, por medio del oficio N° 0301-DJA-2022 el director a.i. de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial solicitó una prórroga, para que el informe de la auditoría actuarial externa que le corresponde presentar a este régimen pueda ser remitido a la SUPEN el 30 de noviembre y no el 30 de setiembre, tal y como lo dispone la norma reglamentaria. No obstante, considerando que el Reglamento Actuarial no prevé la posibilidad de prórroga para la presentación de este informe, y en virtud de lo expuesto sobre el principio de inderogabilidad singular de las normas, no procede otorgar la prórroga solicitada.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Oslean Mora Valdez, explica que el oficio que ante esta Junta se presenta, la Superintendencia dio respuesta el propio día viernes 30 de setiembre cuando vencía el plazo, indicando que la normativa no permite dar prorroga, y que no iban a otorgarla. Además, señala que la diferencia entre tener una prorroga y el no tenerla, es la condición, o estatus en que se da el seguimiento, y que se está cayendo en un incumplimiento, por no haber cumplido en tiempo y forma un mandato, que podría derivar en algún tipo de multa o sanción por parte de la Superintendencia. 
Así mismo menciona que en este caso es un requisito extraordinario ajeno a lo acostumbrado, que es el de la Auditoría Actuarial que, si la JUNAFO no tuviese tres estudios actuariales hechos por el mismo profesional, no tendrían la obligación de tener una Auditoría Actuarial, pero que hay que recordar que don Raúl tiene con la JUNAFO, dos estudios actuariales, pero con el Consejo Superior del Poder Judicial, con otro número de contrato y en otra contratación previa, ya había ejecutado un estudio actuarial, por lo que para la Superintendencia no es válido contar contratos independientes, sino que sumó los tres, porque los tres están firmados por don Raúl, y está obligando a aplicar esa normativa.
Lo que los conlleva a contratar de emergencia en este año la Auditoría Actuarial y proceder con todo lo que implica la Ley de Contratación Administrativa, desde optar de recursos hasta la ejecución por medio de la Proveeduría, dice que ya la contratación fue ejecutada, inició funciones a partir del mes de setiembre, pero que la ejecución de la tarea llevará un tiempo. 
Dice con ello, que es materialmente imposible cumplir, aunque lo entregaran hoy, ya que estarían con incumplimiento de acuerdo con las Reglas de la Superintendencia, de acuerdo a la Ley de Contratación Administrativa y al Contrato Formalizado, y que el señor tiene plazo, le parece que hasta el 22 de octubre para entregar el borrador, y a partir que se entrega el mismo tiene que agendarse y conocerse en este cuerpo colegiado y posteriormente remitirse a la Superintendencia, por lo que habían dejado un plazo prudencial hasta el 30 de noviembre pero fue rechazado.
Comenta que esta situación, aunque no debería de ser así, podría derivar la posibilidad de algún tipo de sanción o multa por parte de la Superintendencia, y como tal, necesitan que esta Junta conozca lo ocurrido, y que en este momento están materialmente atados a los plazos de entrega por parte del proveedor.
Al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, le parece que pueden contestar que se da por recibido, hacerles ver el proceso, y para cuando estaría el informe requerido por la SUPEN, porque si después los quieren sancionar, ya de previo se les hizo ver.
El máster Mora Valdez, dice que en esa misma línea fue que se le remitió a la Superintendencia 15 días antes de la fecha, el oficio de referencia procurando eso, para que no los tomara por sorpresa, solicitando la prórroga, y sugiere que se puede tomar nota de este oficio y reiterarle que, dados los procesos de contratación administrativa, será a más tardar el 30 de noviembre cuando se cumpla con la fecha. 
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la máster Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1114-2022 del 26 de septiembre de 2022, referente al no otorgamiento de la prórroga solicitada por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para presentar el informe de la auditoría actuarial externa. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO X
Documento N° 921-2022
En sesión Nº 35-2022 del 13 de setiembre de 2022, artículo IV, previamente a conocer el informe remitido por la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0268-DJA-2022 del 31 de agosto de 2022, sobre el análisis técnico de las recomendaciones emitidas en el informe “Valuación actuarial del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2021”, presentado por el actuario Raúl Hernández González, se dispuso convocar a una sesión de trabajo para el día martes 18 de octubre de 2022, a las 14:00 pm, de manera presencial en las instalaciones de la Dirección de la JUNAFO, en el edificio Impala, con el fin de tomar los acuerdos correspondientes a ese informe, con los respectivos análisis técnicos de los presidentes de los Comités de Inversiones y Riesgos.
En relación con lo anterior, manifiesta el máster Oslean Mora Valdez que, respecto a la sesión de trabajo presencial que tienen coordinada para el 18 de octubre de 2022, estuvo conversando con el máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático, y este le indica que se encontrará fuera del país para esa fecha, y por ello solicita que se valore la posibilidad de convocarlo para la semana siguiente, pues se encontrará con una diferencia horaria que le dificultará conectarse en la tarde, y que además el licenciado Arnoldo Hernández Solano, tiene una cita médica ese día, por lo que podrían determinar modificar esa fecha.
Asimismo, que interfiere con las vacaciones del doctor Juan Carlos Segura Solís, que estarían próximas a esa fecha y el hecho de la capacitación que estarían llevando algunos de los integrantes en el INCAE, que sería en la segunda semana de noviembre, y que, si a bien lo estiman, sería antes de esa fecha que tendrían que reagendar.
Sugiere para que valoren si pueden llevar a cabo la sesión sin la presencia del Actuario Matemático, o sin don Juan Carlos, o bien reagendarla para un mes después.
Manifestaciones de los integrantes:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, expresa que si él tuviese que estar presente como presidente sería hasta el 22 de noviembre que tengan la correspondiente sesión, para que don Raúl esté presente, o de lo contrario si hay quorum, hacerlo sin su persona.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, indica que es esencial que esté el presidente, por lo que propone se programe para el 22 de noviembre.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, considera importante que estén todos por el tema de los aportes.
Por lo que el doctor Segura Solís, indica que la sesión se cancela el 18 de octubre y se reprograma para el 22 de noviembre.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, consulta la hora de la sesión, indicando que él no puede por la tarde.
El doctor Segura Solís, expresa que no van a tener sesión la semana antes por el curso del INCAE.
El máster Mora Valdez, interviene diciendo que pueden priorizar la agenda hasta las 10 am y posteriormente continuar con este tema. También indica que se debe convocar al Asesor de Inversiones, Asesor de Riesgos, al Asesor Actuarial y a los estimables Integrantes, de manera presencial.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo manifestado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Modificar la fecha de la sesión de trabajo, para el 22 de noviembre de 2022, de manera presencial en las instalaciones de la Dirección de la JUNAFO, en el edificio Impala, después de que finalice la sesión ordinaria, de este cuerpo colegiado. 3.) Dejar constancia que la sesión ordinaria de esta Junta Administradora del día 18 de octubre de 2022, será de forma virtual. 4.) La Dirección de la JUNAFO y los presidentes del Comité de Riesgos e Inversiones, tomarán nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las nueve horas cuatro minutos terminó la sesión.



Doctor Juan Carlos Segura Solís            Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora          Secretario Junta Administradora


image1.emf
N°  0478-JUNAFO-2022.pdf


N° 0478-JUNAFO-2022.pdf
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San José, 27 de julio de 2022
Oficio N° 0478-JUNAFO-2022
Al contestar refiérase a este # de oficio

Sefor

MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial

Estimado sefior:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por
la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesién N°
27-2022 celebrada el 19 de julio de 2022, que literalmente dice:

“ARTICULO XXXIII

Documento N° 552-2022 / 643-2022

La Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial-JUNAFO, mediante resolucion N° 25-2022, de las quince horas treinta y seis minutos del
quince de junio de dos mil veintidds, hizo de conocimiento de la sefiora Ethel Mora Villalobos, el
acuerdo tomado por esta Junta en sesion N° 24-2022 del 14 de junio de 2022, articulo IX, cuya
parte dispositiva literalmente dice:

“(...) Por los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta, acuerda:
1.) Denegar la solicitud de pension presentada por la sefiora Ethel Mora Villalo-
bos, tomando en consideracion que no cumple con los lineamientos establecidos
en el articulo 228 inciso a) de la Ley Organica del Poder Judicial, al evidenciar
que pese a que los gastos del grupo familiar de la sefiora Mora Villalobos y el
sefior Brenes ZUfiga eran compartidos, esta Gltima cuenta con ingresos propios
que le permiten actualmente solventar los egresos que presentan, asi indicado en
el informe N° 22-000093-0738-TS suscrito por la licenciada Loriana Rodriguez
Salazar, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicologia. 2.) Notificar el
presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Direccion de la JUNAFO, tomara
nota para los fines correspondientes.

Se procede con la votacion, se aprueba por unanimidad, y se declara
acuerdo firme. Comuniquese.””

-0-
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Por lo anterior, la sefiora Ethel Mora Villalobos, mediante nota del 30 de junio de 2022,
presento lo siguiente:

“La suscrita ETHEL MORA VILLALOBOS, de calidades que consten
en autos, en relacion con la resolucion dictada por esa Junta, en San José a las
quince horas y treinta y seis minutos del quince de junio del afio dos mil veinti-
dos: resolucion Numero :0025-JUNAFO 2022, la cual no sefiala los Recursos
que se puedan interponer a la misma, ni el tiempo perentorio para hacerlo. IN-
TERPONGO FORMAL RECURSO DE APELACION, fundamentada en los si-
guientes.

La Junta Administradora, sustenta y fundamenta el rechazo a mi derecho
a recibir la pensién por el fallecimiento de mi esposo, Diego Manuel Brenes ZU-
fiiga de conformidad con el criterio socioeconémico de la profesional en trabajo
social.

Informe que es omiso y lacdnico, en cuanto a mi situacion de salud, al
sefialar de forma temeraria, que no presento padecimientos ni enfermedades cro-
nicas. Y se contradice al indicar, que con un diagndstico de hipertension arterial-
hiperlipidemia-antecedentes de infarto de miocardio y enfermedad diverticular,
segun consta en certificado médico, ademas soy una adulta mayor de 81 afios de
edad, que necesito y pago empleada, porque ya no puedo vivir sola. Asisto a
clinicas particulares, porque a mi edad me realizan Mamografias-Ecografias-
Gastroscopia-Ultrasonido de abdomen -citologia -odontologia. Entre otras
especialidades. Ademas, compro medicamentos que no dan en la CCSS. Car-
dio aspirina, para mi mal cardiaco. Atorvastatina 20mg contra el colesterol-
Nexium 40mg contra el reflujo- Gingo For para los olvidos, ya que padezco
de demencia senil-Nervotiamina 75mg para poder dormir. Adjunto fotos y
copia de facturas. Tengo derecho a la vida y a la dignidad en mi vejez Articulo
6 de la Convencion interamericana sobre la proteccién de los derechos humanos
de las personas mayores”.

De forma insélita; asegura que me entregd una cantidad de dinero sin pre-
cisar cantidad de la Asociacion del Poder Judicial, a la que pertenecia mi exes-
p0so, caso sin sustento social, psicoldgico-concreto y real. Siendo esta una supo-
sicién, aunado en su informe sigue manifestando sin ninguna prueba “En linea
con lo anterior, la sefiora Mora también, dispone de ahorros, se desconoce
el monto que el sefior Diego tenia en la entidad bancaria de los cuales estos
meses atras a la fecha de la valoracién ha utilizado un monto igual al que el
fallecido le entregaba por mes para cubrir los gastos del hogar. Cabe indicar
gue su hija la sefiora Melissa no le aporta econémicamente debido a que
aseguran no compartir los gastos.” Manifestaciones de un informe que violenta
el principio constitucional del debido proceso. Al fundamentar que mi persona
dispone de independencia socio material, con la satisfaccion de sus necesidades
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béasicas supeditadas a su pension del Magisterio Nacional y a pension por muerte
de la CCSS, asi como ahorros bancarios del sefior Diego. Como corolario a todo
lo anterior, es claro y certero que este informe, se fundamenta en elementos, que
son supuestos, ejemplo de ello.

Cuales ahorros del sefior Diego, no existen y los pocos que tenia se gas-

taron en su enfermedad y funeral. No se aporta ninguna prueba real, idonea y
certera de sus afirmaciones, SOBRE LAS CONCLUSIONES DE LA JUNTA
ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES
DEL PODER JUDICIAL.

“De acuerdo con la informacidon recabada por la trabajadora social encar-

gada del peritaje, el estudio revela que el fallecimiento del sefior Brenes Zufiiga
no le ha causado gran afectacion a la sefiora Ethel, ya que se reconoce que la
misma dispone de independencia socio material, con la satisfaccion de sus nece-
sidades basicas supeditadas a su pension del Magisterio Nacional y a su pension
por muerte de la CCSS, asi como ahorros bancarios del sefior Diego”. Esa con-
clusién Corre igual suerte que el peritaje, la junta no se digno a desplegar las
facultades discrecionales contempladas expresamente en el articulo 232 de la Ley
organica del Poder Judicial, para otorgar y para determinar el monto de pension,
no pueden permitir el uso de esa discrecionalidad, para desvirtuar la naturaleza
contributiva del sistema de pension, atribuyéndose caracteristicas de caridad y
permitiendo al simple Arbitrio, el disfrute o no del derecho. Tampoco puede ser
mecanismo para castigar al conyuge sobreviviente, que durante toda la vida ma-
trimonial ha contribuido a la familia, o bien que tomo la libre decisién de dar su
aporte social. No solo mediante el trabajo profesional, sino también prestando
sus servicios a la sociedad. El articulo 230 de La Ley Organica del Poder Judicial
Vigente. Debe interpretarse relacionando necesariamente, con los recursos mate-
riales, para el desarrollo fisico-psiquico-edad de la personay con la capacidad de
mantenerse con recurso propios, el mismo nivel de vida que la familia ostentaba
o0 al menos uno que no menoscabe gravemente la situacion de la persona, como
es mi caso.

Solicito: Se acoja el Recurso de Apelacion, revoque la resolucién recu-

rrida y que debe acogerse la pension solicitada por mi persona por viudez, la cual
se fijard, dentro los parametros que sefiala y regula la Ley.

Se acuerda:

NOTIFICACIONES

.y
-0-

Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta
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CC:

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial
Repiiblica de Costa Rica

acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar al licenciado
Eduardo Chacon Monge, Asesor Juridico, para que rinda criterio sobre la gestion
presentada por la sefiora Ethel Mora Villalobos.

Se procede con la votacion, y se aprueba por unanimidad.”

Atentamente,

Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial

Lic. Eduardo Chacdén Monge, Asesor Juridico de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Diligencias / Refs: (552-2022 / 643-2022)
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